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PRIMERA SALA UNITARIA. 

EXP: 484/2021-1

RESOLUCIÓN DEFINITIVA. 

ACTOR: **********

AUTORIDAD DEMANDADA:

INSTITUTO REGISTRAL Y CATASTRAL, DIRECCIÓN DEL REGISTRO PÚBLICO DE LA PROPIEDAD EN SAN LUIS POTOSÍ Y OTRA AUTORIDAD. 
MAGISTRADA:

LIC. MA. EUGENIA REYNA MASCORRO.

SECRETARIO DE ESTUDIO Y CUENTA:

LIC. GREGORIO CORPUS MORENO.
San Luis Potosí, S.L.P., treinta y uno  de enero de dos mil veintidós. 

V I S T O S  para resolver en definitiva los autos del Juicio Contencioso  Administrativo número 484/2021-1, y;

R E S U L T A N D O

I.- Por acuerdo del quince de julio del presente año, se tuvo a **********demandando por sus propios derechos, el acto y respecto de la autoridad que enseguida se precisan:

AUTORIDAD DEMANDADA: 

- Instituto Registral y Catastral del Estado. 
- Subdirectora del Registro Público de la Propiedad  
ACTO QUE SE IMPUGNA.- **********

FECHA DE CONOCIMIENTO:**********

II.- Substanciado en cada una de sus etapas, tuvo verificativo la audiencia de ley en este juicio a las nueve horas del veintisiete de septiembre del presente año, sin la asistencia de las partes. Acto seguido, se dio lectura al escrito de demanda así como al de contestación, desahogándose las pruebas documentales dada su propia naturaleza; en período de alegatos se certificó que no fueron formulados por las partes, quedando así debidamente integrado el expediente en que se actúa, turnándose el mismo a la Magistrada para su resolución. 
C O N S I D E R A N D O

PRIMERO.- A la Primera Sala Unitaria del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa, corresponde conocer, substanciar y resolver los juicios de su competencia, en términos de los artículos 123 de la Constitución Política del Estado de San Luis Potosí; 1°, 2°, 7º fracción X y 28 fracción III de la Ley Orgánica del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa de San Luis Potosí, ya que se trata de una controversia suscitada entre un particular y autoridades del Estado, donde se ejerce jurisdicción. 

SEGUNDO.- Ahora bien, resulta necesario precisar la existencia del acto impugnado, de lo que se tiene que el actor precisa como acto impugnado: 

**********

En ese sentido, la existencia del acto reclamado se acredita con el documento visible a foja **********de este expediente, documento al que es de otorgar valor probatorio pleno en términos de lo establecido por el artículo 72 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, ya que de acuerdo a lo señalado en el artículo 91 del citado Código, se trata de un documento público emitido por un servidor público en ejercicio de sus funciones legales.
  TERCERO.- Según indica el artículo 221 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, se analizará la legitimación de los comparecientes.

Suscribe la demanda**********demandando por sus propios derechos la nulidad del acto señalado en el resultando primero de esta resolución. 

 
Al respecto, debe decirse que conforme lo dispone el artículo 230 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, son partes en el juicio contencioso administrativo, entre otras, el actor y según el artículo 231 de la propia codificación, solo podrán demandar o intervenir en juicio aquellas personas que tengan un interés jurídico o legítimo que funde su pretensión, entendido aquel como un derecho subjetivo de los gobernados y éste, aquellas situaciones de hecho protegidas por el orden jurídico.

Sobre la base de los dispositivos en cita y tomando en cuenta que en el acto impugnado se encuentra directamente dirigido a la demandante, es innegable que cuenta con legitimación para demandar en el presente juicio. 

Tocante a la legitimación de la autoridad demandada, la misma  se encuentra acreditada en este juicio conforme a lo establecido en el artículo 220 del ordenamiento en cita.

Lo anterior en virtud de que el Director Jurídico del Instituto Registral y Catastral del Estado de San Luis Potosí y quien representa a las autoridades demandadas, aportó para tales efectos, el nombramiento que lo acredita como tal, según constancia que obra agregada en autos a foja 138 del expediente en que se actúa. 

CUARTO.- De conformidad con lo dispuesto en el último párrafo de los artículos 228 y 229 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, las causas de improcedencia y sobreseimiento, deben ser examinadas de oficio, en mérito a que éstas son de orden público, de lo que resulta que su estudio es preferente a los motivos de inconformidad.

Ésta Sala Unitaria advierte que en el presente caso, no existe causal por la que se tenga que hacer ponunciamiento alguno. 
QUINTO.- La parte promovente hizo valer como conceptos de impugnación, los que se advierten en autos a foja de la 10 a la 13 del presente expediente, argumentos que por economía procesal se tienen por reproducidos, resultando aplicable para tal efecto la tesis de jurisprudencia bajo el rubro: 
 

“CONCEPTOS DE VIOLACION. EL JUEZ NO ESTA OBLIGADO A TRANSCRIBIRLOS” 

SEXTO.- El Primer y Único Concepto de Impugnación es fundado y suficiente para decretar la nulidad del acto reclamado, ello en atención a la causa de pedir, que no es otra cosa que resolver lo efectivamente plateado por el actor, con la única condición de que no se introduzca planteamientos que rebasen lo pedido e impliquen suplir la deficiencia de la queja, resultando aplicable el siguiente criterio que dice:  
JUICIO CONTENCIOSO ADMINISTRATIVO. LA AUTORIDAD JURISDICCIONAL ESTÁ OBLIGADA A ATENDER LA CAUSA DE PEDIR EXPRESADA POR EL PARTICULAR, CON LA ÚNICA CONDICIÓN DE NO INTRODUCIR PLANTEAMIENTOS QUE REBASEN LO PEDIDO E IMPLIQUEN SUPLIR LA DEFICIENCIA DE LA QUEJA (LEGISLACIÓN DEL ESTADO DE NUEVO LEÓN).

De conformidad con el artículo 45, fracción VI, de la Ley de Justicia Administrativa para el Estado de Nuevo León, es innecesario emplear formalismo alguno en la redacción de los agravios de la demanda en el juicio contencioso administrativo, pues para que las Salas del tribunal de la materia se encuentren obligadas a estudiar la causa de pedir, basta con que el particular la exprese con claridad, al señalar cuál es la lesión o agravio que las consideraciones de la resolución impugnada le provocan, así como los motivos que generan esa afectación, dado que a aquéllas corresponde extraer del pliego de agravios el motivo fundamental de la violación expuesta. Además, la propia legislación impone a la autoridad jurisdiccional (entre otras cosas), la obligación de examinar en su conjunto los agravios propuestos, a fin de resolver la cuestión efectivamente planteada, lo cual conlleva una exigencia normativa para que al momento de emitir sus sentencias, atienda la causa de pedir expuesta en los términos descritos, con la única condición de que no introduzca planteamientos que rebasen lo pedido e impliquen suplir la deficiencia de la queja.

SEGUNDO TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA ADMINISTRATIVA DEL CUARTO CIRCUITO.”

Así, se tiene que el acto a combatir lo es **********

Para efectos de combatir el acto en cuestión, la ahora demandante hace valer agravios consistentes en que el acto que impugna, debe de declararse nulo.

A)  Por falta de fundamentación  motivación, con el argumento de que la demandada incurrió en falta de estudio exhaustivo que lacera los derechos fundamentales contenidos en la Carta Magna en los artículos 14 y 16, en agravio de su persona, ya que la resolución que se impugna carece de las formalidades al no adecuar los supuestos fácticos a las normas aplicables.

Lo anterior porque dice que en su solicitud del ********** se detalló a fondo el inmueble motivo de solicitud de restauración de tracto sucesivo, así como los datos registrales del inmueble, luego entonces, la solicitud formulada sí cumple con las formalidades que exige el artículo 47 de la Ley del Registro Público de la Propiedad y de Catastro para el Estado de San Luis Potosí.

Que la demandada citó en apoyo a su determinación, el artículo 922 del Código de Procedimientos Civiles para el Estado de San Luis Potosí, mismo que resulta inaplicable al presente caso, pues dicha disposición regula las diligencias de información ad perpetuam, institución jurídica que no se encuentra presente en el tema objeto de la restauración del tracto sucesivo y que ello hace que no exista una correcta relación en su resolución y lo por ella manifestado. (F. 10 y 11)
B) Que esa condicionante limita su actuación y lacera facultades que la revisten en ley para realizar la restauración de tracto sucesivo de su propiedad, máxime que la inviste de interés jurídico para realizar dicha solicitud.

Que la autoridad demandada señaló en el acto impugnado lo siguiente: “Es decir como el instrumento que presenta para la inscripción carece de antecedentes registrales, no es posible inscribir el mismo en el Instituto Registral y Catastral.”                

Pero que ello está alejado de la realidad, puesto que a su solicitud acompaño copia debidamente certificada ante Notario Público de la **********
Que igualmente acompaño el Primer Testimonio que contiene la protocolización del inventario y avalúo, del proyecto de partición y de la adjudicación del inmueble a su favor, por lo que entonces dice resulta falso lo aseverado por la demandada al señalar como causa de rechazo que el instrumento presentado para inscripción carezca de antecedentes registrales. (F. 11)
C) Que la demandada inobservó las facultades que la revisten en ley así como los principios contenidos en la legislación para la realización de actos jurídicos ante la demandada, ya que contrario a lo que dispone la demandada, la realización de trámites registrales no es una facultad monopólica del ente notarial.

Lo anterior porque dice que el hecho de que el Juez del ramo familiar, hubiere remitido las constancias al fedatario público ante la separación de los sucesores, no significa que ella no pueda llevar a cabo la inscripción y restauración de tracto sucesivo interrumpido en el registro de propiedad de su patrimonio, pues la remisión fue solo para hacer constar en su protocolo dicha declaración.

Que lo anterior se desprende de los artículos 47, 48 fracción VIII de la Ley del Registro Público de la Propiedad y de Catastro para el Estado de San Luis Potosí así como del artículo 103 segundo párrafo de la Ley del Notariado para el Estado de San Luis Potosí, de los que se desprenden que no solamente los notarios pueden llevar a cabo la inscripción de documentos sino también los interesados pueden comparecer de manera directa ante el Registro Público de la Propiedad a realizar la inscripción correspondiente. (F.12 y 13)
D) Que además de todo lo anterior exige que el procedimiento sea llevado a través de la Plataforma del Instituto Registral y Catastral pero que ello es falso, pues de acuerdo con la  Ley del Registro Público de la Propiedad y de Catastro para el Estado de San Luis Potosí, el registro puede contar o no con un sistema electrónico, pero también puede haber otros medios y que en el caso de que el documento no sea ingresado por conducto del notario, el registrado deberá hacer la digitalización correspondiente en caso de hallar válido el documento e ingresarlo a su sistema, de acuerdo a lo que establecen los artículos 25, 35 al 46 de la Ley del Registro Público de la Propiedad y de Catastro para el Estado de San Luis Potosí. (F. 13)                         
Atentos a lo anterior, se advierte que de acuerdo al planteamiento de los agravio que hace valer la demandante y en atención a la causa de pedir, éstos se encuentras encaminados a señalar que el acto impugnado, se encuentra indebidamente fundado y motivado, lo cual a juicio de la Titular de la Primera Sala Unitaria el Concepto de estudio es fundado y suficiente para decretar la ilegalidad de dicho acto, ello de acuerdo a las siguientes consideraciones legales: 

Previamente a hacer un pronunciamiento al respecto, es necesario señalar que de acuerdo a lo manifestado por la demandante en su escrito inicial de demanda, particularmente **********

Que en dicha solicitud se detallaron los antecedentes del inmueble así como los consecuentes, de los que se pedía su inscripción. 

Que en día posterior la demandada le expidió una resolución de rechazo o negativa, siendo éste el acto que combate, el cual se encuentra agregada en autos a ********** del expediente en que se actúa.
Pues bien, de una revisión al acto impugnado, se advierte con toda claridad que el fundamento legal en que se basó la demandada para emitir dicho acto fueron los artículos 1, 5, 47, 56, 152, fracción VII, inciso a)  de la Ley del Registro Público de la Propiedad y del Catastro para el Estado y los Municipios de San Luis Potosí, 1, 8, 14 y 16 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos.   
Tales artículos establecen lo siguiente: 

ARTÍCULO 1º. La presente Ley es de orden público, de interés general y de observancia obligatoria. La misma tiene por objeto: 

I. Preservar la seguridad jurídica del tráfico inmobiliario en el Estado, con base en los principios registrales de publicidad, legitimación, rogación, prelación, calificación, consentimiento, inscripción, especialización, tracto sucesivo y fe registral; 

II. Establecer el procedimiento catastral para el Estado y municipios de San Luis Potosí, y
 III. Regular la organización y funcionamiento del Instituto Registral y Catastral del Estado de San Luis Potosí.
ARTÍCULO 5º. El Registro Público de la Propiedad es un servicio público que consiste en dar publicidad a los actos jurídicos inscritos, que precisan de ese requisito para surtir plenamente efectos contra terceros.

 La prestación del servicio del Registro Público de la Propiedad corresponde al Instituto Registral y Catastral del Estado en términos de esta Ley.

ARTÍCULO 47. Las solicitudes presentadas por los notarios, interesados o los mandatos de los jueces o autoridades administrativas, deberán expresar con claridad los datos registrales de los bienes motivo de la certificación, su ubicación, medidas y colindancias, titulares registrales, y además, expresar con precisión el periodo con que ésta se solicita. En caso contrario no se expedirá documento alguno hasta en tanto se aclare la solicitud, orden judicial o administrativa, respectiva.
“ARTÍCULO 56. El Registrador denegará la inscripción de los actos que se presenten a registro, en cualquiera de los casos siguientes:

I. Cuando se trate de actos que no sean inscribibles por disposición de esta Ley u otros ordenamientos legales;

II. Cuando el contenido de los asientos inscritos en el Registro Público de la Propiedad no coincida plenamente con el acto cuya inscripción se solicita; 

III. Cuando falte algún requisito que no sea subsanable y que deba constar en la forma precodificada para efectos de su registro, de acuerdo con esta Ley y su Reglamento, o 

IV. Cuando se trate de bienes inmuebles del dominio del Estado y municipios y que estos sean susceptibles de enajenación y se carezca de la previa autorización del Congreso del Estado.”
“ARTÍCULO 152. El Director General tendrá las siguientes atribuciones:

VII. Organizar, integrar y administrar el Registro Público de la Propiedad y la prestación de los servicios inherentes al mismo y al efecto:

a) Ser depositario de la fe pública registral de la propiedad en el Estado, autorizando con su firma autógrafa o electrónica los registros, anotaciones o certificaciones que se practiquen, para cuyo pleno ejercicio se auxiliará de los directores, subdirectores, registradores y demás funcionarios del Registro a su cargo.”
 De acuerdo a lo que establecen los artículos 1° y 5° de la ley en comento, se desprende de los mismos, el objeto por el que fue creada la ley en cita, siendo ésta de orden público, de interés general y de observancia obligatoria, así como también define lo que es el Registro Público de la Propiedad, como un servicio público que consiste en dar publicidad a los actos jurídicos inscritos, que precisan de ese requisito para surtir plenamente efectos contra terceros.

Sin embargo, de tales preceptos, no se desprende facultad alguna para la autoridad emisora del acto que se impugna para emitir actos como el que nos ocupa, así mismo, tampoco se desprende relación alguna para con lo que fue peticionado por la entonces promovente en la solicitud que en su momento fue presentada ante la demandada.  
En cuanto al artículo 47 de la ley en comento, dicho artículo fue transcrito por la demandada en el acto que se impugna, pretendiéndolo hacer ver como parte de su motivación al señalar exactamente el mismo contenido del citado precepto. (F. 16)   

Sin embargo, el artículo de referencia no es aplicable al caso que nos ocupa, en el entendido de que lo que se solicitó fue una solicitud para que se realizara **********no así una solicitud de la certificación, como así lo establece de manera clara y precisa el artículo en cita. 
En lo que se refiere al artículo 56 de la norma en comento, establece con toda claridad que el Registrador, denegará la inscripción de los actos que se presenten a registro, en cualquiera de las cuatro hipótesis ahí contenidas y que son las siguientes: 

I.  Cuando se trate de actos que no sean inscribibles por disposición de esta Ley u otros ordenamientos legales;

II. Cuando el contenido de los asientos inscritos en el Registro Público de la Propiedad no coincida plenamente con el acto cuya inscripción se solicita; 

III. Cuando falte algún requisito que no sea subsanable y que deba constar en la forma precodificada para efectos de su registro, de acuerdo con esta Ley y su Reglamento, o 

IV. Cuando se trate de bienes inmuebles del dominio del Estado y municipios y que estos sean susceptibles de enajenación y se carezca de la previa autorización del Congreso del Estado.

Sin embargo, el caso que nos ocupa no encuadra en ninguna de las citadas hipótesis, puesto que desde un inició y dentro de la solicitud que en su momento presento la actora ante la demandada,  aportó los antecedentes registrales así como los subsecuentes del predio del que pedía su inscripción, los cuáles fueron aportados también en este juicio y que obran **********del expediente en que se actúa y a los que se les concede valor probatorio pleno en términos de lo establecido por el artículo 72 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, ya que de acuerdo a lo señalado en el artículo 91 del citado Código, se trata de documentos públicos emitidos por un servidor público en ejercicio de sus funciones legales.

Tales documentos consisten en:

1.- **********, de esta ciudad con las medidas y colindancias ahí descritas.

2.- **********
3.- **********
4.- **********
5.- **********

Ahora bien, suponiendo sin conceder que la hoy actora estuviera dentro de una de las cuatro hipótesis que refiere el artículo 56 de la norma en cita, no menos cierto lo es que el proceder de la autoridad demandada de haber fundamentado el acto que se impugna en lo general en el citado artículo 56, resulta improcedente, puesto que no se debe de pasar por alto que las autoridades estarán facultades para hacer lo que en la ley le sea señalado. 

De acuerdo a lo anterior, ésta Sala Unitaria advierte que la autoridad demandada, fundó y motivó indebidamente su actuación, ya que el legislador fue claro al establecer cuáles son las hipótesis contenidas en el precepto a que se alude, por tanto, los motivos en que se haya basado para la emisión del acto, deben ser acordes con cualquiera de las mencionadas hipótesis, sin que en el presente caso así haya sucedido. 

En esas condiciones, la autoridad demandada se encontraba obligada a expresar los razones y motivos que tomó en consideración para encuadrar su negativa de lo originalmente peticionado por la entonces promovente, acorde al supuesto concreto del precepto en cita, a efecto de otorgarle certeza jurídica a la peticionante respecto de la negativa dada en el acto que se impugna.

Al no haber actuado en tal forma, se le deja a la actora en estado de indefensión, pues es menester que se le hayan dado todos los elementos de hecho y de derecho que funden y motiven la respuesta dada en el acto que se impugna.

Por último, el artículo 52 de la citada Ley se encuentra encaminado a señalar las atribuciones del Director General del Instituto Registral y Catastral del Estado der San Luis Potosí, sin que se desprenda del mismo, facultad alguna para la Subdirectora del  Registro Público de la Propiedad  para haber emitido el acto que se impugna, además, no guarda relación para con lo originalmente peticionado.

Ahora bien, las razones y motivos que tomó en consideración la demandada para la emisión del acto que se impugna, se hicieron consistir en que:  
“Las solicitudes presentadas por los notarios, interesados o los mandatos de los jueces o autoridades administrativas, deberán expresar con claridad los datos registrales de los bienes motivo de la certificación, su ubicación, medidas y colindancias, titulares registrales…. En caso contrario no se expedirá documento alguno hasta en tanto se aclare la solicitud, orden judicial o administrativa, respectiva” Artículo 47 de la Ley del Registro Público de la Propiedad y del Catastro para el Estado de San Luis Potosí. En concordancia con el artículo 922 del Código de Procedimiento Civiles de San Luis Potosí.

“… como el instrumento que presenta para inscripción carece de antecedentes registrales, no es posible inscribir el mismo en este Instituto Registral y Catastral.

aunado a lo anterior que **********, EN SU PARTE CONDUCENTE DICE” … SE LE TIENE POR SEPARADO LA PROSECUCIÓN JUDICIAL,… A FIN DE CONTINUAR SU TRAMITACIÓN EXTRAJUDICIAL ANTE NOTARIO PÚBLICO. DESIGNADO… ********** NOTARIO PÚBLICO NÚMERO… SE ORDENA GIRAR OFICIO ACOMPAÑANDO LAS COPIAS CERTIFICADAS DE TODO LO ACTUADO, A FIN DE QUE CONTINUE CON LA TRAMITACIÓN EXTRAJUDICIAL DEL PROCEDIMIENTO DEBIENDO HACER CONSTAR EN SU PROTOCOLO DICHA DECLARACIÓN.

Luego entonces se desprende que el trámite debe hacerlo el Notario Público designado, asimismo subir dicho acto y/o trámite en la Plataforma del Instituto Registral y Catastral de esta Entidad Federativa.
El fundamento se encuentra en los siguientes artículos de la Ley del Registro Público de la Propiedad y del Catastro para el Estado de San Luis Potosí…” (F. 16)   

De lo anterior se advierte que la demandada se limitó a transcribir  el artículo 47 de la Ley del Registro Público de la Propiedad y del Catastro para el Estado de San Luis Potosí así como ********** emitido por el Juez  Primero de lo Familiar ********** el cual agregado en autos a ********** del expediente en que se actúa, pretendiendo con ello acreditar la presunta motivación dada en el acto que se impugna y en los que se basó para determinar que como el instrumento que presenta para inscripción carece de antecedentes registrales, no es posible inscribir el mismo en este Instituto Registral y Catastral.
Sin embargo, para la titular de la Primera Sala Unitaria del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa, transcribir no es motivar un acto de autoridad, puesto que se debe de señalar las razones y motivos que tomó en consideración la demandada para emitir la negativa en el acto en cuestión, pero además, tal motivación no es  acorde para con el fundamento legal invocado, así mismo debe ser acorde para con lo originalmente solicitado.     

Entonces, la motivación en cita, no es acorde con el fundamento legal invocado en el acto que se impugna, pero además, no es acorde con lo originalmente peticionado por la actora ante la demandada, pues se reitera que la solicitud que en su momento presento ante la demandada fue, para que se realizara **********
Esto es, que el bien inmueble de referencia sí tiene antecedentes registrales, lo que fue acreditado ante la demandada con los documentos que han quedado señalados con antelación.

En conclusión, aún y cuando la autoridad demandada haya invocado el fundamento legal y el motivo en el acto que se impugna, existe un desajuste entre la aplicación de la norma para con los razonamientos formulados por la autoridad con el caso concreto, lo que se contrapone con lo originalmente solicitado, tal y como así ha quedado señalado con antelación, lo que arroja como resultado una violación de fondo porque, si bien es cierto se cumplió con la forma mediante la expresión de fundamentos y motivos, también es cierto que unos y otros son incorrectos. 

Resultando aplicable al caso en particular el siguiente criterio de jurisprudencia que dice:
  
FUNDAMENTACIÓN Y MOTIVACIÓN. LA DIFERENCIA ENTRE LA FALTA Y LA INDEBIDA SATISFACCIÓN DE AMBOS REQUISITOS CONSTITUCIONALES TRASCIENDE AL ORDEN EN QUE DEBEN ESTUDIARSE LOS CONCEPTOS DE VIOLACIÓN Y A LOS EFECTOS DEL FALLO PROTECTOR.

La falta de fundamentación y motivación es una violación formal diversa a la indebida o incorrecta fundamentación y motivación, que es una violación material o de fondo, siendo distintos los efectos que genera la existencia de una u otra, por lo que el estudio de aquella omisión debe hacerse de manera previa. En efecto, el artículo 16 constitucional establece, en su primer párrafo, el imperativo para las autoridades de fundar y motivar sus actos que incidan en la esfera de los gobernados, pero la contravención al mandato constitucional que exige la expresión de ambas en los actos de autoridad puede revestir dos formas distintas, a saber: la derivada de su falta, y la correspondiente a su incorrección. Se produce la falta de fundamentación y motivación, cuando se omite expresar el dispositivo legal aplicable al asunto y las razones que se hayan considerado para estimar que el caso puede subsumirse en la hipótesis prevista en esa norma jurídica. En cambio, hay una indebida fundamentación cuando en el acto de autoridad sí se invoca el precepto legal, sin embargo, resulta inaplicable al asunto por las características específicas de éste que impiden su adecuación o encuadre en la hipótesis normativa; y una incorrecta motivación, en el supuesto en que sí se indican las razones que tiene en consideración la autoridad para emitir el acto, pero aquéllas están en disonancia con el contenido de la norma legal que se aplica en el caso. De manera que la falta de fundamentación y motivación significa la carencia o ausencia de tales requisitos, mientras que la indebida o incorrecta fundamentación y motivación entraña la presencia de ambos requisitos constitucionales, pero con un desajuste entre la aplicación de normas y los razonamientos formulados por la autoridad con el caso concreto. La diferencia apuntada permite advertir que en el primer supuesto se trata de una violación formal dado que el acto de autoridad carece de elementos ínsitos, connaturales, al mismo por virtud de un imperativo constitucional, por lo que, advertida su ausencia mediante la simple lectura del acto reclamado, procederá conceder el amparo solicitado; y en el segundo caso consiste en una violación material o de fondo porque se ha cumplido con la forma mediante la expresión de fundamentos y motivos, pero unos y otros son incorrectos, lo cual, por regla general, también dará lugar a un fallo protector, sin embargo, será menester un previo análisis del contenido del asunto para llegar a concluir la mencionada incorrección. Por virtud de esa nota distintiva, los efectos de la concesión del amparo, tratándose de una resolución jurisdiccional, son igualmente diversos en uno y otro caso, pues aunque existe un elemento común, o sea, que la autoridad deje insubsistente el acto inconstitucional, en el primer supuesto será para que subsane la irregularidad expresando la fundamentación y motivación antes ausente, y en el segundo para que aporte fundamentos y motivos diferentes a los que formuló previamente. La apuntada diferencia trasciende, igualmente, al orden en que se deberán estudiar los argumentos que hagan valer los quejosos, ya que si en un caso se advierte la carencia de los requisitos constitucionales de que se trata, es decir, una violación formal, se concederá el amparo para los efectos indicados, con exclusión del análisis de los motivos de disenso que, concurriendo con los atinentes al defecto, versen sobre la incorrección de ambos elementos inherentes al acto de autoridad; empero, si han sido satisfechos aquéllos, será factible el estudio de la indebida fundamentación y motivación, esto es, de la violación material o de fondo.

TERCER TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA CIVIL DEL PRIMER CIRCUITO.”
      En conclusión, el acto que se combate contiene irregularidades en los elementos relativos a la fundamentación y motivación en la forma en que ha quedado señalado en esta resolución, lo que arroja en consecuencia la nulidad del acto que se combate, en términos de lo dispuesto por el artículo 250 fracción II del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí. 

Ahora bien, la autoridad demandada al momento de emitir su contestación, manifestó lo siguiente:  

“… considero que la resolución que se combate se encuentra fundada y motivada, ya que el acto reclamado se encuentra apegado a derecho, lo anterior de conformidad con los artículos 1, 8, 14, 16 y 17 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos; 1, 5, 6, 13, 35, 36 152 fracción X de la Ley del Registro Público de la Propiedad y del Catastro para el Estado y Municipios de San Luis Potosí.

Así como los artículos aplicables a la época 71 y 72 que el aplican al presente juicio, Ley del Registro Público de la Propiedad de fecha 11 de julio de 2009.

Se procedió al análisis del protocolo a cargo del Licenciado **********, Adscrito a la Notaria Pública  número 1 de esta Ciudad, de la ********** pero es importante señalar que hubo una Reforma con fecha 05 de junio de 2014, se publicó la  Ley del Registro Público de la Propiedad y del Catastro para el Estado y Municipios de San Luis Potosí, en la cuál desaparece la preventividad porque no se comunicó al Registro Público una Resolución Judicial que haya causado Ejecutoria, por eso si Transcurrió un mes sin que se haya comunicado al Registrador la instauración del procedimiento o la calificación que del título presentado haya hecho el juez, se tenía la facultad de oficio de la cancelación de la inscripción preventiva, por lo que en ningún caso los efectos de la inscripción preventiva se podría excederán (sic) exceder  en un año. Como lo pretende la actora, por lo tanto, es fundado y motivado el rechazo del trámite que se impugna, ya que se aplicó la entrada en vigor de la ley que se encontraba vigente que es la  Ley del Registro Público de la Propiedad de San Luis Potosí, con fecha de publicación 11 de julio del año 2009 en la que se preveía el carácter preventivo de un antecedente en sus artículos 71 y 72, señalando los plazos para que surtiera los efectos esa inscripción…” (F. 134)           
   
Argumento que a juicio de la Titular de la Primera Sala Unitaria es improcedente, porque mientras en el acto impugnado se aprecia que la demandada se fundamentó en los artículos 5, 47, 56, 152, fracción VII, inciso a)  de la Ley del Registro Público de la Propiedad y del Catastro para el Estado y los Municipios de San Luis Potosí, 1, 8, 14 y 16 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, en su contestación, dice que el acto que se combate se fundamentó en los artículos 1, 8, 14, 16 y 17 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos; 1, 5, 6, 13, 35, 36 152 fracción X de la Ley del Registro Público de la Propiedad y del Catastro para el Estado y Municipios de San Luis Potosí. Así como los artículos aplicables a la época 71 y 72 que el aplican al presente juicio, Ley del Registro Público de la Propiedad de fecha 11 de julio de 2009.

De lo anterior se advierte que los artículos y fracciones resaltados con negrita, fueron adicionados a la contestación de demanda pero además, también se advierte que se suprimieron los artículos 47, 56, así como la fracción fracción VII, inciso a) del artículo 152 de la Ley del Registro Público de la Propiedad y del Catastro para el Estado y los Municipios de San Luis Potosí.

Aunado a lo anterior la motivación señalada en dicha contestación es totalmente diferente a la motivación contenida en el acto que se impugna, lo que hace ilegal el acto impugnado.      
Con el anterior argumento, la demandada pretende cambiar la motivación y fundamentación en el acto que se impugna, lo que resulta  improcedente, ya que tanto la fundamentación y motivación deben hacerse constar en el acto impugnado y no en la contestación de demanda como lo pretende la autoridad demandada.   

Sirve de apoyo a lo anterior los siguientes criterios que dicen: 
 y 
 
“NULIDAD, JUICIO DE. CONTESTACION DE DEMANDA, NO SE PUEDEN CAMBIAR EN ELLA LA FUNDAMENTACION Y MOTIVACION DE LA RESOLUCION. 

Según el artículo 215 del Código Fiscal de la Federación, en la contestación de la demanda no podrán cambiarse los fundamentos de derecho de la resolución impugnada, y de ahí que, para determinar la validez o nulidad de una resolución, el Tribunal Fiscal de la Federación debe atender exclusivamente a la fundamentación y motivación en ella externadas, sin considerar los argumentos planteados en la contestación a la demanda cuando por medio de ellos se pretende modificar o ampliar la fundamentación y motivación dadas en la resolución. SEGUNDO TRIBUNAL COLEGIADO DEL CUARTO CIRCUITO”.

“FUNDAMENTACIÓN Y MOTIVACIÓN. DEBEN CONSTAR EN EL CUERPO DE LA RESOLUCIÓN Y NO EN DOCUMENTO DISTINTO.- 

Las autoridades responsables no cumplen con la obligación constitucional de fundar y motivar debidamente las resoluciones que pronuncian, expresando las razones de hecho y las consideraciones legales en que se apoyan, cuando éstas aparecen en documento distinto.”

Ahora bien, mediante escrito presentado el 17 de septiembre del presente año, la actora presentó un Incidente de Falta de Personalidad en el Director Jurídico del Instituto Registral y Catastral en el Estado, para representar a la Directora de ese Instituto, con el argumento de que la Directora de esa Institución no acompañó el Periódico Oficial o la fecha de expedición de su nombramiento como lo requiere el artículo 220 de la legislación Procesal Administrativa, para acreditar su facultades de designación del Director Jurídico y que pudiera desempeñar el cargo conferido. 

No le asiste la razón a la actora, ya que precisamente, el artículo 220 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, establece con toda claridad que la representación de las autoridades corresponderá por regla general a las unidades administrativas encargadas de su defensa jurídica, según lo dispongan las normas jurídicas aplicables y que en los demás casos, la personalidad de la autoridad demandada, se acreditará con la copia certificada del nombramiento conferido.

Para una mayor claridad, se transcribe el citado artículo que dice: 

“ARTÍCULO 220. La representación de las autoridades corresponderá por regla general a las unidades administrativas encargadas de su defensa jurídica, según lo dispongan las normas jurídicas aplicables. Podrán también, por medio de oficio acreditar delegados que concurran a las audiencias con facultades para rendir pruebas y alegar. 

Cuando la personalidad de la autoridad conste en el Periódico Oficial del Estado, bastará que se indique la fecha de su publicación. 

En los demás casos, la personalidad de la autoridad demandada, se acreditará con la copia certificada del nombramiento conferido.” Lo subrayado y resaltado con negrita es nuestro. 

En el caso en particular, las autoridades que señaló como demandadas lo fueron al Instituto Registral y Catastral en el Estado, en su vertiente de la Dirección del Registro Público de la Propiedad para el Estado de San Luis Potosí, así como a la Subdirectora del Registro Público de la Propiedad.

Esto es, que a quien demandó fueron a la Dirección y Subdirección del Instituto Registral y Catastral en el Estado, no así a las personas que están al frente de su funcionamiento. 
Por otra parte, dentro de la estructura orgánica que conforma Instituto el Registral y Catastral en el Estado, se encuentra entre otras, a la Dirección General de ese Instituto así como a la Dirección Jurídica
La primera de las mencionadas tiene entre otras facultades, las de nombrar libremente a sus integrantes.

La segunda de las señaladas tiene entre otras atribuciones, las de Representar al Instituto Registral y Catastral del Estado en todos aquellos procedimientos, cualesquiera que sea la naturaleza jurídica de la acción y ante las instancias judiciales o administrativas que corresponda, según su competencia, por materia o domicilio, en el que el Instituto sea parte actora o demandada; recibir toda clase de notificaciones de carácter legal y atender los demás asuntos legales contenciosos del Instituto.

Lo anterior tiene su fundamento en los artículos 150 fracciones I y VI y152 fracción II  de la Ley del Registro Público de la Propiedad y del Catastro para el Estado y Municipios de San Luis Potosí, que dicen: 

“ARTÍCULO 150. Para el cumplimiento de las disposiciones contenidas en la presente Ley, el Instituto contará cuando menos con la siguiente estructura orgánica:

I.- Dirección General.

VI. Dirección Jurídica.”

ARTÍCULO 152. El Director General tendrá las siguientes atribuciones: 

II. Encabezar la administración del Instituto, estando facultado para nombrar y remover, libremente, a sus integrantes;

Entonces, si quien contestó la demanda lo fue el Director Jurídico del Instituto Registral y Catastral en el Estado, quien compareció en Representación de las autoridades demandadas, acreditando su personalidad con el nombramiento que le fue expedido tal y como así constar a fojas 138 del expediente en que se actúa, es por lo que se considera como improcedente el Incidente de estudio.  
En conclusión, al no estar adecuadamente fundado y motivado el acto administrativo y ser incongruente con lo peticionado por la parte actora, es lo que hace que el mismo sea ilegal, actualizándose la hipótesis de ilegalidad prevista y señalada por la fracción IV del artículo 250 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, al advertir que los hechos que lo motivaron, se apreciaron en forma equivocada, dictándose por tanto, en contravención de las disposiciones aplicables y que han sido señaladas en esta resolución, lo que trajo en consecuencia una indebida fundamentación y motivación. 

En atención a lo anterior, se declara la ILEGALIDAD e INVALIDEZ del acto impugnado consistente en********** mediante el cual la demandada expresó su negativa a lo solicitado por la actora, tal como se acredita con el acto que se combate, por ende se decreta su NULIDAD para el efecto de que la demandada, deje sin efecto legal alguno el acto combatido y en su lugar, emita un nuevo acto en atención a los siguientes lineamientos:

- Cumpla con los requisitos contenidos en el artículo 16 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, consistentes en una debida fundamentación y motivación acorde con lo solicitado.

- Tomar en consideración los razonamientos que se dejaron plasmados en la presente resolución.

- Tomando en cuenta además las pruebas aportadas por la demandante.

De acuerdo a lo que establece el artículo 256 del Código de Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí que dice que, cuando cause ejecutoria la sentencia definitiva, la Sala prevendrá a la autoridad demandada, o bien, a la autoridad que deba cumplirla, para que dentro del término de diez días informe sobre su cumplimiento, por lo que entonces, ésta Sala Unitaria previene a la autoridad demandada a efecto de que informen sobre el cumplimiento dado a la presente sentencia una vez que ésta cause ejecutoria.   
Por lo expuesto y con fundamento en lo establecido por los artículos 249, 250 fracción IV, 251, 252 y 253 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, es de resolverse y  RESUELVE:
PRIMERO.- Esta Primera Sala Unitaria del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa, resultó competente para resolver la presente controversia.

SEGUNDO.- Se decreta la NULIDAD del acto impugnado de acuerdo a los razonamientos y para los efectos vertidos en el considerando Sexto de esta resolución.

TERCERO.- Se les apercibe a la autoridad demandada para los efectos señalados en el último párrafo del Considerando Sexto de esta resolución. 

CUARTO.- Notifíquese. 
ASÍ, lo resolvió y firma la Magistrada Titular de la Primera Sala Unitaria del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa, Licenciada MA. EUGENIA REYNA MASCORRO, quien actúa con Secretario de Acuerdos, Licenciado LIC. ANTONIO MARTÍNEZ PORTILLO, que autoriza y da fe.- CONSTE.

"Se suprimen datos personales por tratarse de información confidencial de particulares cuyo resguardo y protección está a cargo del Tribunal de lo Contencioso Administrativo del Estado; con motivo del ejercicio de sus funciones jurisdiccionales y administrativos que realiza conforme al ámbito de su competencia, de acuerdo a lo previsto en los artículos 3° fracción XI, XVII, XXVIII y XXXVII, 82, 84 fracción XLIII, 87 fracción III, 138 y el noveno transitorio de la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública del Estado de San Luis Potosí.
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